ACTA N° 011-2004

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las nueve horas con cinco minutos del  primero de julio del año dos mil cuatro.

Se inicia la presente sesión extraordinaria con la asistencia de la Magistrada Ana Virginia Calzada Miranda, quien preside; Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., Subdirector de la Escuela Judicial, Lic. Jorge Segura Román en representación del Ministerio Público, Lic. Gerardo Láscarez Jiménez, en representación de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, Lic. Horacio González Quiroga, Juez Tribunal Superior Contencioso Administrativo, a Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública, Sra. Odalia Campos Villalobos, Secretaria de la Escuela Judicial. El Dr. Víctor Ardón Acosta, Juez Tribunal Superior de Trabajo se excusó por estar de vacaciones.
ESCUELA JUDICIAL

ARTICULO I

Se aprueban las actas N°9-2004 del 7 de junio de 2004 y N°10-2004 del 21 de junio de 2004. 

ARTICULO II

La Mag. Ana Virginia Calzada  informa que recibió hoy un grupo de funcionarios de la Unidad de Capacitación del O.I.J. de la Escuela Judicial  para tratar un asunto sobre el traslado de esa Unidad a la Escuela, debido a que  coincidía con la sesión de hoy del Consejo Directivo les solicito que esperaran para que  hablaran con todos los miembros del Consejo al respecto y así poder tomar una decisión.

El Lic. Ivankovich Fonseca, dice que ayer recibió de la señora Filadelfia Calvo Aguilar, Prosecretaria General de la Secretaria del Consejo Superior, el oficio N°6167 del 30 de junio del 2004 que dice:

“Le comunico que el Consejo Superior en sesión N° 47-04 celebrada el 29 de este mes, dispuso trasladar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la gestión presentada por los señores licenciados José M. Machado Ramírez, Víctor Hidalgo García y el bachiller Manuel Alvarado Orozco, instructores policiales de la Sección de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, para que resuelva al respecto.

Oportunamente se le remitirá transcripción literal del acuerdo respectivo.”
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El oficio en mención dice:
“Nos dirigimos a ustedes para hacer de su conocimiento el problema que se presenta para los Instructores Policiales de la Sección de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, ya que según se nos comunicó mediante el oficio # EJ-DIR-228-2004, del 18 de junio recién pasado donde la Dirección de la Escuela Judicial, nos comunica haber dispuesto ocupar las oficinas de la citada Unidad que se ubica en el segundo piso del Edificio Alpino para ser utilizadas durante 18 meses por un equipo de consultores.


Según se desprende del oficio esta medida surge porque el dinero destinado para alquiler de un local donde se ubicaría a los consultores, fue utilizado por el Poder Judicial para solventar otras necesidades inquilinarias (despachos judiciales especialmente).


Tal decisión emanada por la Dirección de la Escuela Judicial se nos comunica a menos de quince días de que se inicie la consultoría del Centro para la Administración de la Justicia de la Universidad Internacional de Florida (CAJ-FIU), que fue seleccionado para elaborar el Programa de Formación Inicial de Jueces.


Es evidente de que se trata de una improvisación, donde no se ha analizado el impacto que este traslado puede ocasionar. 


Además, podría interpretarse como una represalia o “desquite” por lo resuelto por ese Consejo en la sesión del jueves 03 de junio, ante la nota que remitiera  el Lic. Martín Matamoros Mora, Jefe de Unidad de Capacitación, por el uso irregular de plazas de Instructores de parte de la Dirección de la Escuela Judicial.


Resulta demasiado coincidente que se adopte la decisión de trasladarnos a la Escuela Judicial a pesar de las incomodidades que el mismo Lic. Mateo Ivankovich cita en su oficio y que transcribimos: “ …como es de ustedes conocido las limitaciones de espacio físico de nuestra Escuela, unidas a las recientes limitaciones presupuestarias del Poder Judicial, nos ha dejado en una posición bastante compleja para poder albergar al equipo de consultores del CAJ-FIU y a los especialistas que durante 18 meses estarán elaborando los cursos del Programa de Formación Inicial…”, dice además “…por tal razón deseamos comunicarles acudiendo a su comprensión y colaboración que hemos tenido que crear espacio en nuestra sede central en el quinto piso del O.I.J. para darles cabida a ustedes, y permitir el uso de las oficinas del Alpino por parte de la Consultora CAJ-FIU a partir del mes de julio…”


El traslado de la Unidad a la Escuela Judicial en condiciones inadecuadas como se desprende del oficio del Lic. Ivankovich en menos de quince días de iniciar un proyecto, pareciera no razonable y ha generado incertidumbre tensión y desmotivación  entre los aquí  suscritos.


Cuando el Poder Judicial ubicó hace más de 10 años a la Unidad de Capacitación del O.I.J. en el lugar donde actualmente funciona, lo hizo luego de considerar aspectos no solo de espacio físico sino también de satisfacer las necesidades básicas del personal  y el servicio que se ofrece, pues la Unidad es visitada con frecuencia por los participantes de los diferentes cursos, facilitadores, miembros de otros cuerpos policiales e investigadores del O.I.J. Además en la azotea del Edificio Alpino se encuentra la Bodega de materiales y equipos que constantemente utilizamos y de los cuales debemos mantener una custodia constante, tarea que no lograríamos realizar en forma eficiente como hasta la fecha lo hemos cumplido. 


En este momento se nos comunica del traslado sin ni siquiera haber realizado una reunión previa en donde se nos permita expresarnos, analizar los pro y los contra de la decisión o bien buscar otra alternativa menos perjudicial.  Con una política  de cero diálogo simplemente de manera autocrática se nos dice, van a ser trasladados y punto.


La capacitación de los funcionarios del O.I.J. pareciera no interesar a la Dirección de la Escuela y se observa una claridad que lo que importa es el Programa de Formación Inicial de Jueces.


Por otra parte, esa forma de administración nos hace pensar y ojalá estemos equivocados que detrás de este traslado “temporal” lo que existe es un interés velado de desmantelar la Unidad de Capacitación.  Estos actos se iniciaron con la eliminación del puesto de “Encargado”, para convertirlo en Instructor y siguió con la utilización de las dos plazas de Instructor en otras funciones, lo que dichosamente ese Consejo detuvo de manera sabia, prudente y legal.

 
Ahora se nos pretende quitar el espacio físico, asignado durante años y no para mejorar sino para hacinar aún más al personal  en el quinto piso del O.I.J.


La Unidad de Audiovisuales cuenta con su propio espacio, la Unidad del RAC cuenta con su propio espacio, igual la Unidad Documental, igual la Unidad Informática, igual los Abogados Asistentes, pero a la Unidad de Capacitación hay que trasladarla, como se ha dicho, sin considerar los efectos que ello produce.


Se nos dice que en el espacio físico que se nos trasladará, “…todas las condiciones y facilidades que permiten el desempeño de sus labores (Ejem.: acceso a red, teléfono, etc.), serán implementadas en el espacio físico previsto en nuestra cede central para ustedes…” 


    Dudamos mucho que las condiciones que tenemos y que hemos descrito someramente, sean igual a las que se nos ofrecen en el quinto piso del Edificio del O.I.J.


La misma nota de don Mateo evidencia que no hay nada preparado que se está improvisando, pues dice: “en los próximos días, conforme quedarán espacios libres …” o sea no hay en este momento espacios libres.


La eventual falta de planificación en las actividades presupuestarias por parte de la Escuela Judicial, no pueden ni deben repercutir de última hora y como para “tapar un hueco” en la Unidad donde laboramos.


Si ya había dinero presupuestado para el alquiler de un edificio que albergara los Consultores, la Dirección de la Escuela Judicial debe reclamar esos recursos, pero no tomar decisiones como la que ahora nos obliga a recurrir al Consejo Superior en busca de ayuda.


Comprendemos la importancia que tiene para el Poder Judicial la Formación de Jueces, pero esperamos que también se valore la importancia que ha tenido y sigue teniendo nuestra Unidad, en la formación de Investigadores del O.I.J. a nivel nacional.


Por lo antes dicho y basándonos en el Principio: de que ningún trabajador podrá ser trasladado de su sitio de trabajo a condiciones menos favorables y más bien a un lugar igual o superior al que tenía anteriormente, es que solicitamos se suspenda la ejecución del traslado que se nos comunicó  por parte de la Dirección de la Escuela Judicial, hasta que se halla evaluado de manera seria las complicaciones de esta decisión.


Además consideramos que el artículo 8 de La Ley General de Control Interno de la República de Costa Rica está siendo pasado por alto según se desprende de las acciones antes descritas, seguidamente se anota el artículo en cuestión:

Artículo 8° Concepto de Control interno.

Para efectos de esta Ley, se entenderá por sistema de control interno la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, diseñadas para proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos.

a- Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal.

b- Exigir confidencialidad y oportunidad de información.

c- Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones.

d- Cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico.


Por todo lo anterior, respetuosamente solicitamos que ese Honorable Consejo  o una delegación de éste, conjuntamente con la Oficina de Salud Ocupacional y la Junta de Relaciones Laborales realicen una visita a las instalaciones de nuestra Unidad, además al espacio físico donde se nos quiere ubicar y de manera objetiva considere la relación de espacio, mobiliario y equipo que debemos trasladar, con lo que fácilmente creemos podrá tener un mejor criterio para comprender nuestra inquietud y desmotivación laboral.

Finalmente debemos señalar, que por la relación que deben tener los consultores con la Dirección de la Escuela Judicial, pareciera que lo más lógico es asignar los espacios que está liberando la Escuela en el quinto piso del OIJ a los consultores,  amén de que es en ese mismo piso donde se ubica el Archivo de la Escuela Judicial a donde pueden recurrir en busca de información.  Tómese en consideración que estamos en época de invierno, donde en muchas ocasiones el traslado de este sector hacia la Escuela Judicial se dificulta.

Así mismo por lo general, los especialistas en contenidos que participan en este tipo de labor, se reúnen con los consultores o con los especialistas en educación cada vez que se amerita y no se mantienen reunidos permanentemente en un espacio físico de la Escuela Judicial, pues su tarea  la ejecutan  por lo general en su propia casa de habitación al otorgárseles licencia con goce de salario para esos fines, por lo que la utilización de un espacio amplio pareciera que no es estrictamente necesario.  

Se adjunta copia del EJ-DIR-228-2004.”
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El oficio EJ-DIR-228-2004 de fecha 18 de junio de 2004, suscrito por el  Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., Subdirector de la Escuela Judicial dice:

“Es un grato placer poder dirigirme a ustedes para informarles que la Consultoría para el desarrollo de un Programa de Formación Inicial de Jueces está pronto a iniciar en el venidero mes de julio. La misma fue adjudicada al Centro para la Administración de la Justicia de la Universidad Internacional de Florida (CAJ-FIU). Entre los objetivos principales que deberá cumplir esta Consultora se encuentran la elaboración de un Programa de Formación Inicial de Jueces que contemple un análisis integral de las necesidades de formación, la confección de diseños curriculares y la propuesta del marco normativo para el proceso de admisión y selección de participantes a los cursos, así como la orientación para que la Escuela Judicial elabore los materiales de los  cursos de la propuesta curricular. Por otra parte la consultora deberá formular una propuesta de reorganización administrativa de la Escuela Judicial, que involucre entre otros temas un plan de gerenciamiento y sustento presupuestario para poder cumplir con las actividades que le corresponden, especialmente a partir de la intensa labor que significará ejecutar un Programa de Formación Inicial de Jueces. 

De lo expuesto resulta evidente el arduo trabajo que espera a la empresa contratada y a la Escuela Judicial para los próximos 18 meses. En dicho proceso esperamos no solo la comprensión y el apoyo de Uds., sino además su participación activa, especialmente en aquellos componentes de ejecución en los cuales resulte directamente involucrada la Unidad de Capacitación del OIJ.

Esa firma consultora estará dirigida en lo que respecta a su equipo de trabajo nacional por el Dr. Mario Houed Vega, ex-magistrado de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica y en el transcurso del mes de julio se espera además el arribo al  país de los primeros especialistas procedentes de España que participarán en las etapas iniciales del Contrato de Consultoría de Formación Inicial. 

Como es de Uds. conocido, las limitaciones de espacio físico de nuestra Escuela, unidas a las recientes limitaciones presupuestarias del Poder Judicial nos han dejado en una posición bastante compleja para poder albergar al equipo de consultores de CAJ-FIU y a los especialistas que durante 18 meses estarán elaborando los cursos del Programa de Formación Inicial. Hace escasas cuatro semanas nos fue informado por los encargados del presupuesto del Poder Judicial que el dinero previsto por la Escuela Judicial  para el alquiler del local que permitiría dar cabida a los consultores ha sido utilizado para solventar otras necesidades inquilinarias (despachos judiciales especialmente) del Poder Judicial. De modo tal que ya no contamos con él.

Por tal razón deseamos comunicarles acudiendo a su comprensión y colaboración que hemos tenido que crear espacio en nuestra sede central en el quinto piso del OIJ para darles cabida a Uds. y permitir el uso de las oficinas del Alpino por parte de la Consultora CAJ-FIU, a partir del mes de julio.  Esta coyuntura en todo caso nos servirá para abrir más y mejores espacios de diálogo, trabajo y búsqueda de la excelencia en el servicio que brindamos, al estar Uds. más cerca del resto del personal y de la Dirección de la Escuela Judicial. Por ello los invitamos a ver esto no solo como un cambio temporal de ubicación de puestos de trabajo, sino además como la posibilidad de estar mejor integrados a la propuesta institucional de trabajo, frente a los cambios estructurales y reorganizativos que se avecinan.     

La Dirección de la Escuela Judicial tiene el firme compromiso de continuar apoyándolos en su trabajo ordinario y de involucrarlos en todo el proceso reorganizativo que apenas inicia. Por ello es importante hacer de su conocimiento con antelación esta nueva ubicación. Manifestarles además que todas las condiciones y facilidades que permiten el desempeño de sus labores (ej. acceso a red, teléfono, etc.), serán implementadas en el espacio físico previsto en nuestra sede central para ustedes y la posibilidad de seguir utilizando la bodega e instalaciones del 6to. piso del edificio Alpino para sus prácticas y almacenamiento de materiales. 

En los próximos días, conforme queden los espacios de trabajo libres y las instalaciones de red y cableado telefónico hechas, procederemos a hacer el presente traslado de manera coordinada y expedita para que no se interrumpan las labores de capacitación de la Unidad, y pueda por otra parte la firma Consultora iniciar sin mayores dilaciones su trabajo. 

Nuevamente les agradezco la comprensión y colaboración.
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Se recibe a los funcionarios de la Unidad de Capacitación del O.I.J. y toma la palabra el Lic. José M. Machado Ramírez y manifiesta su preocupación con relación con el traslado de las Unidad de Capacitación del O.I.J. a la Escuela, la cual fue aprobada por parte de la Dirección.   Dice que ellos son conscientes de entender  la necesidad de la capacitación para los  jueces, así como del programa y el préstamo del BID para ese efecto  y consideran que es sumamente importante.  Lo que pasa es que a ellos como Unidad, como grupo de trabajadores nunca se les ha  consultado respecto del traslado, simplemente llegó por parte de la Dirección una nota donde comunicaba el traslado sin tomar en consideración los aspectos laborales que ellos como trabajadores tienen.  Las condiciones en que se van no son las mismas que han tenido durante los últimos diez años, se supone que en aspectos de legalidad ningún trabajador podrá ser trasladado de su sitio de trabajo a condiciones menos favorables sino más bien a un lugar hacinado, eso se ha conversado y analizado con los compañeros de la Escuela Judicial y  la mayoría le ha pedido que dijera expresamente que están preocupados por el hacinamiento que va a haber en la Escuela.  Otro aspecto fundamental es el de los baños que es mínimo, como es de conocimiento de todos, la Escuela cuenta con solo dos baños, uno para hombres y otro para mujeres dentro de la oficina y los baños que están para la utilización del público tienen llave ya que han sido tomados en forma particular por algunos compañeros  que trabajan ahí. Con todo respeto venimos ante ustedes a solicitar  autorización para seguir ocupando el lugar donde nos encontramos actualmente. No entraremos a discutir asuntos meramente administrativos sobre el presupuesto que estaba asignado para alquileres de la Escuela, así como el equipo y instrumentos que estaban preparados para los consultores, sin embargo, se les ha dicho que utilizarán el equipo que ellos tienen, el cual no está en perfectas condiciones.  Considera que la consultoría merece el respeto que se le debe dar  para una capacitación tan importante como es la de los jueces, ya que si existía el dinero para los alquileres  y se le dio un destino diferente  al estipulado, cree que lo que se había presupuestado para los alquileres era doce millones para  los dieciocho meses que estarían los consultores y  no es responsabilidad de ellos que se le haya dado otro destino.

 Ahora,  le interesa solicitar con todo respeto y vehemencia que procuren permitirles a ellos seguir trabajando como lo han venido haciendo hasta ahora, ya que ellos consideran mucho a los compañeros que están en la Escuela y saben que se piensa ubicar dos personas en un solo cubículo, lo cual no es lo más conveniente y aconsejable.  La desmotivación que ellos han tenido es que nunca han tenido diálogo con la Administración y al Lic. Ivankovich le consta que la única reunión que se ha tenido con él y el Dr. Alfredo Chirino  donde nos pidió no decir ninguna palabra de problemas y que habláramos  solo del asunto de la Recargadora,  en lo que ellos no tuvieron participación, y que si estamos de acuerdo en recargar o no y que no tenían derecho a hablar y exponer absolutamente nada y que si hablaban de otra cosa simplemente se levantaba y se iba.  Consideran que ellos como trabajadores, profesionales, seres humanos y personas merecen un poco de respeto por parte de la Administración de la Escuela Judicial.

Problemas tienen y la desmotivación es mucha lo cual está pesando en muchos aspectos, se habla ahora de acoso laboral y ellos se sienten acosados, no se les permite decir cuáles son los problemas que tienen, no pueden expresarse, no tienen derecho a reclamar, es esto o no acoso laboral si lo vemos estrictamente, sin embargo, ellos no han cuestionado absolutamente nada en este momento.  Están conscientes de la necesidad del Poder Judicial  de la importancia de la consultoría para la capacitación de los jueces que es base fundamental.  No les agrada pensar que no los consideren parte del equipo de la Escuela Judicial, somos los trabajadores de segunda categoría, nos han apartado y como una necesidad extrema  y desconocen el fondo, y por falta de planificación los echan y les dicen que se acomoden ahí porque necesitan el cambio.  Agradece la oportunidad que se les ha brindado de expresarse y se ponen a disposición para cualquier consulta.

El señor Víctor Hidalgo dice que hay otras personas que no están presentes, el Lic. Martín Matamoros, Encargado de la Unidad quien no asistió por tener un compromiso de trabajo con el Departamento de Personal pero les pidió que manifestaran a este Consejo  su apoyo, también enfatiza la posición de los compañeros de la Escuela que  están en desacuerdo con este movimiento y los interinos temerosos a las represalias  que ellos sufren  al pensar que no se les nombrará más.

El Lic. José M Machado aclara que todo este proceso de traslado se ha dado a partir del mes de  junio, precisamente después de que el Consejo Superior conoció una gestión presentada por el Lic. Martín Matamorotos Mora sobre el uso  de unas plazas de Instructor Policial y se acordó suspender los nombramientos.  Ellos están preocupados y no quieren pensar que eso sea una represalia de parte de la Administración, ya que ellos no tienen que ver con el asunto, a pesar de que les molestó mucho.

La Mag. Calzada pregunta a dónde serán trasladados, si la razón de trasladarlos tiene que ver con la Comisión de Construcciones de que no haya espacio en otro lado y cuántos son los consultores.

El Lic. Mateo Ivankovich manifiesta  que serán ubicados en los cubículos que ocupaban los Abogados y que en días pasados se reunieron con el Lic. Wálter Sorio, Jefe del Departamento de Financiero Contable para tratar el tema de la partida de alquiler que se tenía presupuestada para la Escuela y les informó que esa partida fue absorbida  por el presupuesto general del Poder Judicial ya que había un déficit. Respecto al número de consultores no se ha hablado de un grupo específico que permanecerá los dieciocho meses, se ha previsto espacio para los especialistas que serán cuatro o cinco jueces, el Dr. Mario Houed, una secretaria y los consultores extranjeros que están viniendo.

El señor Víctor Hidalgo agrega que un punto a considerar es que ellos atienden en la oficina a toda la población del O.I.J. para firmar contratos, atender consultas de los alumnos, reuniones con especialistas, etc.  Además cuentan con un jefe que se ha desvalorizado en su función, pero es un jefe que sabe conducir el personal, es sumamente responsable, que los administra muy bien en su calidad de trabajo y están tratando de hacerlo a un lado.

La Licda. Kattia Campos dice que ellos utilizan y guardan gran cantidad de materiales delicados para los cursos de Preparación Básica del O.I.J. y la Escena del Crimen, etc. que deben estar custodiados.

Se recibe al  Mag. Luis Guillermo Rivas Loaiciga, Presidente de la Comisión de Construcciones del Poder Judicial y la Mag. Calzada  le solicita la posibilidad de contar con un espacio físico para ubicar a los Consultores de Formación Inicial de Jueces o a los funcionarios de la Unidad de Capacitación del O.I.J. ya que si se trasladan a la Escuela quedaran hacinados y solo se cuenta con dos baños  dentro de la Escuela, ya que los baños públicos están cerrados.  Manifiesta que le preocupa que los funcionarios de la Unidad de Capacitación del O.I.J. estén en una situación que no sea digna para un trabajador del Poder Judicial, así como el asunto de que la partida de alquileres haya sido absorbida por el presupuesto general del Poder Judicial.  Hace instancia para que la Comisión le resuelva el problema ya que es a partir del 7 de julio que se inicia con el proyecto. 

El Mag. Rivas manifiesta que tendría que hablar el asunto con la Comisión de Construcciones para buscar un espacio físico, sin embargo considera que lo más conveniente sería que el  espacio que se asigne sea para los Consultores.

El Lic. Horacio González  pregunta si en el edificio de OFOMECO donde está ubicado el proyecto del BID y la Defensa Pública hay espacio ya que es un lugar tranquilo para los Consultores.

El Lic. Ivankovich agrega que habría que considerar lo que es mobiliario.

La Mag. Calzada dice  que eso no es problema ya que se  tiene previsto y aprovecha la presencia de la Licda. Sonia Navarro Solano de Directora del  Proyecto del BID y le plantea la posibilidad de conceder algún espacio en OFOMECO para ubicar a los Consultores.

La  Licda. Navarro manifiesta que en el quinto piso no tiene espacio.  La Licda. Marta Iris Muñoz dice que en el noveno piso hay un espacio que comparte tanto la Defensa como el proyecto del BID donde están las computadoras y si la Licda. Navarro está de acuerdo se podría ceder pero debe acondicionarse.

La Mag. Calzada solicita al Mag. Rivas la posibilidad de que se acondicione ese espacio lo más pronto posible.

El Mag. Rivas dice que si ellas están de acuerdo de inmediato girará instrucciones a Servicios Generales para que visiten el lugar y se acondicione.  La Mag. Calzada da por solucionado el conflicto.

Se retira el Mag. Rivas  y se da las gracias.  Asimismo se retiran los funcionarios de la Unidad de Capacitación del O.I.J.

La Mag. Calzada agrega que le interesa más ubicar a los Consultores con los cuales no se tiene compromiso  laboral que trasladar a los funcionarios de la Unidad de Capacitación del O.I.J. ya que esto puede provocar más conflictos.

El Lic. Horacio González considera que si lo que se pretende es tener un poco más de control sobre las funciones que realiza dicha Unidad se puede hacer utilizando otro tipo de controles ya que ellos están interpretando el asunto como una represalia.

El Lic. Mateo Ivankovich dice que los cubículos que ocupaban los Abogados están desocupados ya que los trasladaron al Aula 2 y podrían ser ocupados por los Consultores mientras se acondiciona el espacio.

La Mag. Calzada manifiesta que las aulas se necesitan  para impartir cursos.

El Lic. Ivankovich dice que se tendrá que analizar el asunto por si hay que trasladarlos e informa que además el espacio que ocupa la Unidad de Archivo se piensa destinar para un centro de monitoreo y se trasladará la Unidad al aula cuatro.  

Además agrega que bastante se ha dialogado para tratar de llegar a un acuerdo con los de la Unidad de Capacitación del O.I.J., pero que han tenido  una actitud beligerante y todo lo han visto en función  de que lo que se quiere es separarlos cuando por el contrario  lo que se pretende es integrarlos al trabajo de la Escuela de cara a lo que se tiene programado, también considera que hay un problema en las estructuras de la Escuela, ya que el hecho de que una unidad tenga un Encargado, la unidad de mando se quiebra.

La Mag. Calzada dice que habrá que modificarla, pero por el momento hay que trabajar con lo que se tiene.

SE ACUERDA:  Aprobar la solicitud de los funcionarios de la Unidad de Capacitación del O.I.J. de la Escuela Judicial para seguir ocupando el espacio del  edificio  Alpino y los Consultores del Proyecto de Formación Inicial se ubicarán en el edificio de OFOMECO en el noveno piso.  El Mag. Luis Guillermo Rivas Loaiciga, Presidente de la Comisión de Construcciones estuvo de acuerdo en girar instrucciones inmediatamente para que el espacio sea acondicionado.  ACUERDO FIRME.

ARTICULO III

La Mag. Ana Virginia Calzada le da la bienvenida a la Licda. Sonia Navarro Solano, Directora del Proyecto Poder Judicial-BID.

La Licda. Navarro toma la palabra e informa que como es de conocimiento de este Consejo Directivo,  la Escuela Judicial no forma parte del segundo préstamo del BID, pero explica que hay un rubro en el cual ve la naturaleza propia de un rol muy destacado de la Escuela que es lo que tiene que ver con la capacitación en reforma procesal y ambientación al cambio, este rubro es de doscientos treinta y tres mil dólares que son recursos importantes para trabajar esos temas.

Manifiesta que  ha venido pensando que dichos fondos se pueden utilizar para trabajar el tema de la Oralidad que está pendiente y que habría que trabajar sobre todo de cara a los nuevos códigos, así como también puede pensarse en la oralidad en materia penal.  Por lo anterior, nos comunica que existen estos recursos que pueden utilizarse, pero se debe empezar a trabajar ya,  para que salga la licitación y evitar atrasos.

La Mag. Calzada considera que es muy importante tratar el tema de la Oralidad pero también la ambientación al cambio.

La Licda. Navarro agrega que conversó con el Dr. Alfredo Chirino al respecto y le hizo saber su  interés de que dicho proyecto naciera en la Escuela y que no fuera recibido  ya encaminado.  Por ahora deben pensar a quién le asignan el proyecto para empezar a trabajar con los términos de referencia, participar en la evaluación, casarse con el consultor, etc.

El Lic. Horacio González pregunta que si ese rubro se puede utilizar directamente para la capacitación de Oralidad, ya que muchas veces se contrata consultores y posteriormente cuando está todo listo no hay plata para la capacitación.  Sabe que la Comisión Nacional para el Mejoramiento tiene una experiencia en ese campo y se podría aprovechar.

La Licda. Navarro aclara que la única forma de gastar plata en el proyecto es por medio de la contratación  y en el caso de la CONAMAJ no se puede contratar a ellos directamente porque la ley lo prohíbe, tiene que salir a concurso y que la gente que participó con ellos concursen.

La Mag. Calzada dice que se puede pensar en una consultoría que nos hable de la actitud de  cambio interno del juez.

La Licda. Sonia Navarro dice que ya hay una consultoría contratada que empieza dentro de un mes sobre el tema de cambio que no tiene que ver nada con Derecho y Informática y contaron con la colaboración de la Licda. Sonia Méndez de la Escuela Judicial en su elaboración.

La Mag. Calzada dice que si se puede tener algo metodológico para el cambio o que le gustaría ver esa licitación para ver si se ajusta con lo que se necesita para capacitación, ya que si no es así, se puede pensar en incluir dentro de la misma licitación  un componente  que tenga que ver con cambio, ya que la apertura del cambio es diferente del metodológico puesto que  se trata de un enfoque diferente, se podría determinar  metodológicamente para lograrlo.

La Licda. Navarro dice que ellos necesitan conformar la contraparte de esa consultoría que va a empezar y propone que el Consejo Directivo nombre a una persona ahí para que orienten el tema.

La Mag. Calzada dice que a la Dra. Ana Tristán  se le podría asignar dicho trabajo y que luego  se involucre con el tema de Oralidad.  Además agrega que hay capacitadores nacionales que recibieron la capacitación con Acceso y se podría ver la posibilidad de incluirlos para bajar los costos.  Entre las personas que participaron en la capacitación  fueron MSc. Sara Castillo,  Dra. Ana Tristán, Licda. Ingrid Bermúdez etc., y lo que se podría hacer es dar una primera capacitación con todo el equipo y luego otras ya con capacitadores que se formen.

La Licda. Sonia Navarro sugiere se nombre una comisión para iniciar con los términos de referencia de Oralidad.

La Mag. Calzada sugiere a la MSc. Castillo, Dra. Tristán y la Licda. Bermúdez

Se retira la Licda. Sonia Navarro y se le agradece.

SE ACUERDA: Comisionar a la Mag. Ana Virginia Calzada para que se reúna con la MSc. Sara Castillo, Directora de la CONAMAJ, Dra. Ana Tristán Sánchez y Licda. Ingrid Bermúdez Vindas, Especialistas en Educación de la Escuela Judicial para planificar el proyecto de Oralidad ACUERDO FIRME.

ARTICULO IV

El Lic. Jeremías Vargas Chavarría, Ministro a.i. de Trabajo y Seguridad Social, en oficio DVM-307-2004 de fecha 4 de junio de 2004 dice:

“El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) es la institución responsable de velar por la preservación de la paz social, por eso uno de los propósitos fundamentales es el desarrollo armonioso y equilibrado de las relaciones laborales.  Es por ello que busca de manera permanente más y mejores instrumentos que permitan el cumplimiento eficaz de este objetivo.

El Centro de Resolución Alterna de Conflictos del Ministerio de Trabajo es una muestra de lo que con constancia y responsabilidad se puede lograr a favor de la armonía laboral, por ser una alternativa confiable para dirimir los problemas entre empleadores y trabajadores.  Su visión es disminuir el impacto de la conflictividad laboral en el país, mediante la participación activa de los actores sociales en la solución de las disputas, a través de la conciliación profesional.

El MTSS ha sido pionero en este campo, pues con la apertura del Centro en agosto del 2000, se convirtió en la primera entidad pública del país en contar con un Centro autorizado de Resolución Alterna de Conflictos Laborales.  Los resultados obtenidos en la experiencia piloto en los últimos tres años, permite asegurar que se han alcanzado las metas propuesta.  Se ha contado para esto con el apoyo del Programa Regional de Modernización del Mercado Laboral (PRMML) coordinado por la Secretaría de Integración Económica Centroamericana (SIECA) con recursos del Fondo Multilateral de Inversiones (FOMIN) que administra el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), cuyo propósito es establecer las bases para mejorar el funcionamiento del mercado de trabajo a través de la modernización de la normativa y de las instituciones que formulan y ejecutan políticas en la materia.

Este proceso más la suma de los esfuerzos de las autoridades y del personal del MTSS se resumen en la memoria que se presenta el día de hoy.  Con esto, se instituyen elementos fundamentales de la nueva etapa que viene, la cual partirá de la conclusión exitosa del plan piloto emprendido y que contará con una visión renovada, pero ampliamente sustentada en las raíces profundas del proceso que hoy dejamos reseñado.”
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La Mag. Calzada informa que se reunió con en el Lic. Víctor Morales Mora, Ministro de Trabajo y Seguridad Social y el señor Jeremías Vargas y le comunicaron que ellos tienen unos fondos que vienen de apoyo del programa Regional de Modernización del Mercado Laboral que se los da el SIECA y que se manejan a través de la OIT y van a realizar un programa sobre conciliación en materia laboral  que tienen ya preparado y solicitan que el Poder Judicial  ponga los participantes.  Agrega además que  les planteo la  posibilidad de abarcar otros temas como Convenciones Colectivas etc., y estuvieron anuentes, por lo que es recomendable que la Escuela se ponga en contacto con ellos para tratar el asunto.

SE ACUERDA:  Comisionar al Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., Subdirector de la Escuela Judicial para que  se reúna  con el Lic. Víctor Morales Mora o el señor Jeremías Vargas para que gestione lo que corresponda. ACUERDO FIRME.

ARTICULO V

El Msc. Francisco Arroyo Meléndez, Secretario del Consejo de la Judicatura, en oficio UI-2060-04 del 24 de junio de 2004 dice:

“Para su conocimiento y fines consiguientes, se le transcribe el acuerdo tomado en la sesión del Consejo de la Judicatura No. CJ-14-2004, celebrada el 17 de junio del presente año, que  dice:

“ARTICULO XVIII

Manifiesta el Magistrado Orlando Aguirre Gómez, Presidente de este Consejo que en realidad con vista en los antecedentes que se refiere el acuerdo anterior, es evidente que se hace indispensable que la Escuela Judicial mientras no exista un programa de formación inicial de Jueces y una modalidad distinta de selección, imparta cursos preparatorios que vayan en armonía con los distintos concursos que realiza este Consejo.  De esta manera, en concordancia con el artículo 72, inciso 5 de la Ley de Carrera Judicial, sería importante recomendar que los cursos vespertinos de los viernes que imparte la Escuela, se programe y anuncien orientados a los concursos de tal forma que los interesados tengan acceso a la capacitación en las materias respectivas.

Considerando que el artículo 68 de  la Ley de Carrera Judicial que en lo que interesa dice:

Artículo 68. (La Carrera Judicial ofrecerá los siguientes derechos e incentivos:


(...)


ch) Capacitación periódica, de acuerdo con las posibilidades y los programas de la Escuela Judicial o con otras instituciones de educación, nacionales o extranjeras, si así se estimare de interés  para el Poder Judicial, por decisión de los órganos administrativos competentes.


La Escuela Judicial deberá colaborar con la carrera judicial en la medida de sus posibilidades, dictando cursos que tiendan a facilitar el ingreso a la carrera, el ascenso dentro de ella y a la especialización en diversas ramas del Derecho y en las distintas actividades judiciales.

Asimismo, el artículo 17 del Reglamento de Carrera Judicial, dice:

“...La Escuela Judicial impartirá los cursos de capacitación que le recomiende el Consejo de la Judicatura, lo cual hará de conformidad con los programas que servirán de base para el examen específico que realizarán los Tribunales Examinadores y en horas apropiadas para que los aspirantes puedan asistir.  Esos programas deberán ser elaborados por los respectivos profesores, de acuerdo con las pautas que le señale el Consejo y la Escuela Judicial para los efectos que correspondan y puestos a disposición de éstos.  Los Profesores pueden ser al mismo tiempo miembros de dichos Tribunales”

Luego de una amplia deliberación SE ACORDO: Acoger la propuesta del Magistrado Orlando Aguirre en los términos señalados. Comuníquese a la Escuela Judicial.”
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El Lic. Ivankovich manifiesta que estos cursos se darían después de las 4:30 p.m. y el problema sería el docente que imparta el curso, ya que se debe pensar en  un incentivo porque no cree que lo den gratis después de la jornada, teniendo la posibilidad de hacerlo en una universidad y por otro lado el Poder Judicial no puede contratar gente de la misma institución pagándoles.

La Mag. Calzada indica que si no se puede contratar jueces  entonces se debe pensar en especialistas de afuera ya que es la Escuela la que debe realizar dicha labor.  También propone que se considere a los Becados  por el Poder Judicial que  no han cumplido con la cláusula del contrato de ofrecer sus servicios como docentes en las capacitaciones que realiza la Escuela.  Asimismo considera que no encuentra que exista impedimento de que un docente que imparte una charla o curso a nuevos aspirantes no pueda formar parte del tribunal examinador si éste no está percibiendo ningún pago.

El Lic. Segura y la Licda. Muñoz manifiestan que en otra oportunidad se había conversado del deber de los Becados del Poder Judicial de rendir un informe y prestar el servicio que se requiere a la Escuela ya que son conocedores de algunos profesionales que han sido becados y no han cumplido con dicho deber.

La Mag. Calzada dice que se había realizado una reunión con los becados y la Escuela debía  dar seguimiento y no se hizo por lo que solicita se retome el asunto.

SE ACUERDA:  1) Comisionar al Lic. Horacio González Quiroga,  para que ponga en conocimiento al Consejo de la Judicatura  de que la Escuela se pondrá en   contactó con los Becados por el  Poder de Judicial  y que no han cumplido con la cláusula de contrato de ofrecer  servicios como docentes en las capacitaciones que imparte la Escuela Judicial para que brinden dicho servicio y así realizar lo solicitado y además que  se considere  que no estamos de acuerdo en que se descalifique como miembro del Tribunal Examinador a un docente cuando imparte una charla. 2)  Solicitar a la Dirección de la Escuela Judicial que se continúe dándole  seguimiento a lo acordado en la reunión con los becados del Poder Judicial. ACUERDO FIRME.
ARTICULO VI

La Licda. Alejandra Monge Arias, Abogada de la Escuela Judicial, en oficio UJ-192-04 de fecha 22 de junio de 2004 dice:

“En días pasados recibimos una solicitud suscrita por el Dr. Franklin García Fermín, Decano de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad Autónoma de Santo Domingo, República Dominicana, en la cual nos solicita al igual que en otras oportunidades, que se imparta a sus estudiantes de postgrado en Derecho Penal, el tradicional seminario sobre “El Proceso Penal Acusatorio”.


Esta solicitud se fundamenta en que el Código Procesal Penal dominicano se implementará en septiembre de 2004, por lo que el intercambio de experiencias y de conocimiento les será de mucha utilidad, ya que dentro de los participantes se encuentran jueces, fiscales, defensores, profesores y abogados de ejercicio privado. Por otra parte esta actividad se enmarca en el trabajo que realiza el Programa de Extensión, como una proyección a la comunidad jurídica internacional, propiciando intercambios enriquecedores tanto para quien nos visita, como para nuestros funcionarios (as), aspecto que señalamos en el plan anual de trabajo de la Escuela Judicial.


Por ello respetuosamente solicito al Consejo Directivo que autorice la realización de esta actividad, y se otorgue a los (as) participantes un certificado de participación por un total de 26 horas. Asimismo, se solicita tramitar para los (as) expositores (as) permiso con goce de salario de acuerdo con el programa que se adjunta.

La actiividad está programada del 12 al 15 de julio del año en curso.”

“Seminario sobre el Proceso Penal Acusatorio”

Julio 2004

FECHA


HORA
TEMA
PROFESOR
AULA

Lunes 12
8:00
Principios Generales del Proceso Penal Acusatorio


Dr. Alfredo              Chirino Sánchez
Colegio de Abogados 


10:00
Intermedio






10:30
El Ministerio Público. Sus facultades en el modelo acusatorio


Lic.Jorge Chavarría Guzmán
Colegio de Abogados


12:00
Almuerzo libre






14:00
El papel del Defensor en el Juicio Oral.


Dra. Sandra Zúñiga Morales
Colegio de Abogados

Martes 13
8:00
Visita al Complejo de Ciencias Forenses


Dra. Leslie Solano Calderón



12:00
Almuerzo libre






14:00
Visita a Tribunales





FECHA


HORA
TEMA
PROFESOR
AULA

Miércoles 14
8:00
El Procedimiento abreviado


Licda. Lilliana García Vargas
Colegio de Abogados


10:00
Intermedio






10:30
Medios de prueba.


Licda. Lilliana García Vargas
Colegio de Abogados


14:00
La audiencia preliminar, su importancia.


Lic. Roberto Madrigal Zamora
Colegio de Abogados

Jueves 15
8:00
Visita a Tribunales






12:00
Almuerzo libre






14:00
Fase de Ejecución de la Pena
Lic. Roy Murillo Rodríguez


Colegio de Abogados


16:00
Clausura
Dr. Alfredo Chirino, 
Colegio de Abogados

SE ACUERDA:  Aprobar el seminario sobre “El Proceso Penal Acusatorio” a realizar del 12 al 15 de julio del 2004 por un total de 26 horas y se autoriza la confección de certificados de participación.  Comuníquese al Consejo Superior para la autorización de permiso con goce de salario sin sustitución para los expositores (as).  ACUERDO FIRME. 

ARTICULO VII

El Lic. Román Bresciani Quirós, Abogado de la Escuela Judicial en oficio EJ-UJ-207-2004 del 29 de junio del año en curso dice:

“Someto a su consideración, la realización de la actividad académica denominada: CONFERENCIA SOBRE EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO, la cual será impartida por la licenciada Anabelle González, Viceministra de Comercio Exterior, dirigida a funcionarios judiciales.  

El propósito de realizar dicha actividad, es que los funcionarios judiciales dispongan de información actualizada referente a un tema de suma relevancia nacional e injerencia dentro del ámbito judicial.

Por consiguiente, que solicite su autorización para que el mismo se  imparta  el viernes 13 de agosto de 2004, de 2:00  a 4:00 p.m., en el Auditorio de la Plaza de la Justicia en San José, el cual no requiere de certificación.

Conforme lo anterior, también solicito se someta a conocimiento de los  miembros del Consejo Superior para que se apruebe la participación de aquellos funcionarios judiciales que deseen asistir a dicha actividad, sin sustitución, con goce de salario y en el entendido de que los despachos en que laboran tomarán las medidas necesarias para que la prestación del buen servicio público no se vea afectado y sin que se suspendan debates ni diligencias previamente programadas para esas fechas, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes del despacho, en caso de ser necesario.”
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SE ACUERDA: Aprobar la conferencia sobre “El Tratado de Libre Comercio”, a realizar el 13 de agosto de 2004, de 2:00 a 4:00 p.m. en el Auditorio de la Plaza de la Justicia en San José.  Comuníquese al Consejo Superior para la autorización de permiso con goce de salario sin sustitución para los funcionarios judiciales siempre y cuando no afecte el buen servicio público. ACUERDO FIRME.

ARTICULO VIII

El Lic. Román Bresciani Quirós, Abogado de la Escuela Judicial en oficio EJ-UJ-208-2004 del 29 de junio del año en curso dice:

“Someto a su consideración, la realización de la actividad académica denominada: MESA REDONDA: ANÁLISIS DE LA LEY DE JUSTICIA PENAL JUVENIL, la cual será coordinada por el  Foro Permanente Ley de Justicia Penal Juvenil y contará con la participación de la señora Ana Helena Chacón Echeverría, Viceministra de Seguridad Pública,  el licenciado Jorge Delgado Salazar, Director Ejecutivo de la Dirección Nacional de Prevención de la Violencia y el Delito del Ministerio de Justicia y la MSc. Mayra Campos Zúñiga, Fiscal Adjunta Penal Juvenil.

El propósito de realizar dicha actividad, es analizar la incidencia de la Ley de Justicia Penal Juvenil (Ley N°7576) en el ámbito nacional,  a partir de su entrada en vigencia desde el 1° de mayo de 1996. Dicha actividad está dirigida a funcionarios vinculados con la materia, provenientes del Ministerio de Seguridad Pública, el Ministerio de Justicia, el Patronato Nacional de la Infancia (P.A.N.I.), la Defensa Pública, el Ministerio Público y la Judicatura, así como abogados litigantes y público en general.

Por consiguiente, que solicite su autorización para que dicha actividad se lleve a cabo el día viernes 27 de agosto de 2004, en el horario de 1:00 a 4:00 p.m., en el auditorio de la Plaza de la Justicia en el Primer Circuito Judicial de San José, la cual no requerirá de certificación.

Conforme lo anterior, también solicito se someta a conocimiento de los  miembros del Consejo Superior, para que se apruebe la participación de aquellos funcionarios judiciales que deseen asistir a dicha actividad, sin sustitución, con goce de salario y en el entendido de que los despachos en que laboran tomarán las medidas necesarias para que la prestación del buen servicio público no se vea afectado y sin que se suspendan debates ni diligencias previamente programadas para esas fechas, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgentes del despacho, en caso de ser necesario.
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SE ACUERDA: Aprobar la “Mesa Redonda: Análisis de la Ley de Justicia Penal Juvenil” a realizar el 27 de agosto de 2004, de 1:00 a 4:00 p.m. en el auditorio de la Plaza de la Justicia en el Primer Circuito Judicial de San José. Comuníquese al Consejo Superior para la autorización de permiso con goce de salario sin sustitución para los funcionarios judiciales siempre y cuando no afecte el buen servicio público. ACUERDO FIRME.

MINISTERIO PUBLICO:
ARTICULO IX

La Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General en oficio N°5901-04 del 17 de junio del 2004, dirigida a la Mag. Ana Virginia Calzada Miranda, Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial dice:

“Para los fines correspondientes hago de su estimable conocimiento que el Consejo Superior en sesión celebrada hoy, dispuso previamente a resolver lo que corresponda trasladar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial la solicitud de la licenciada Yamileth Achong Ching, Fiscal de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público sobre la ejecución del segundo curso anual “Ciencias Forenses para Fiscales”, que realizará todos los martes del 29 de junio al 30 de noviembre del año en curso, en un horario de las ocho a las dieciséis horas a fin de que se pronuncie a bien sobre el tema”.
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El Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, Subdirector de la Escuela Judicial en oficio N°EJ-DIR-239-04 de 21 de junio del año en curso informo al respecto y  en la sesión N°45-04 del Consejo Superior celebrada el 22 de junio en curso, acordó:

1) Tomar nota del informe del Consejo Directivo de la Escuela Judicial y comunicar a la licenciada Achong Ching que cuando gestione la realización de este tipo de actividades, indique si ya fue incluida en el Plan de Trabajo de la Escuela  2) Autorizar la realización del curso anual de “Ciencias Forenses para Fiscales”, a cuyos efectos se concede permiso con goce de salario, sin sustitución a los funcionarios  mencionados en la lista transcrita, los martes de las 8:00 a las 16:00 horas, a partir del 29 de junio al 30 de noviembre del año en curso, en el entendido de que no se afecte el servicio público, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de sus funciones y sin que se suspendan diligencias programadas para esa fecha. 

El Despacho de la Presidencia y el Departamento de Personal y la Sala Tercera tomarán nota para lo que corresponda.  Se declara acuerdo firme.”

SE ACUERDA:  Tomar nota y comunicar al Consejo Superior. ACUERDO FIRME.
Se levanta la sesión a las  once horas con cincuenta minutos.

Mag. Ana Virginia Calzada Miranda

Lic. Mateo Ivankovich Fonseca

                     PRESIDENTE                                                    SUBDIRECTOR ESCUELA JUDICIAL

PÁGINA  

